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Las diferentes competencias que el ordenamiento jurídico en su conjunto, y la normativa sobre régimen local en particular, reconoce a las Cor-
poraciones Locales, permiten que la intervención e incidencia de estas últimas en muchos aspectos en la vida social, económica o cultural de sus ciu-
dadanos, sea cada vez más intensa. Además, debe ser considerado que nos encontramos en un sector jurídico donde las interacciones con otros agentes 

por los agentes locales.

-

En orden a seguir una sistemática que permita conocer algunas de las sentencias más relevantes dictadas en los últimos años procederemos a 
citarlas efectuando un breve análisis de las mismas y atendiendo a algunos aspectos del índice general de la presente Guía.

I. RÉGIMEN LOCAL: ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

derecho de participación de los cargos electos locales; pues debe ser considerado como uno de los elementos más elementales en las normas de organi-
zación y funcionamiento en las Entidades Locales, de esta forma. 

derecho fundamental reconocido en el art. 23 CE, imponiendo al Ayuntamiento la obligación de facilitar al concejal recurrente el acceso a la información 
sobre libros de registros de entradas y salidas, pues el mismo alcanza a toda información que se estime necesaria para el debido ejercicio de la función 

cabe invocar por parte de la corporación demandada.

Por su parte, la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1, Ávila, de fecha 13 de febrero de 2017, núm. 19/2017, rec. 
204/2016, sobre concejales no adscritos, establece que el derecho a participar, con voz y voto, en las comisiones informativas de las corporaciones loca-
les forma parte del contenido esencial del derecho de representación del que son titulares los miembros de la corporación individualmente considerados 

dichas comisiones haya de guardarse la debida ponderación del voto que garantice su proporcionalidad con la representación que ostenten los diferentes 
grupos políticos y los miembros no adscritos. 

parte del núcleo esencial del derecho fundamental, cuya titularidad corresponde al cargo electo y no al grupo político por el que haya sido elegido.

Sobre la doctrina jurisprudencial de dicho derecho fundamental procede resaltar, la Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional 246/2012, de 
20 de diciembre de 2012, dictada como consecuencia de las cuestiones de inconstitucionalidad 1992-2010 y 7128-2010, Sentencia publicada en el BOE 

doctrina de este Tribunal, 
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contenido explícito del precepto ha aunado nuestra jurisprudencia un contenido implícito cual es, en primer lugar, el derecho a permanecer, en con-

«una 

protección cuando los consideren ilegítimamente constreñidos o ignorados por actos del poder público, incluidos los provenientes del propio órgano 

art. 23 CE es necesario que se haya producido una restricción ilegítima de los derechos y facultades que les reconocen las normas que resulten en cada 
caso de aplicación. Sin embargo, la vulneración del art. 23 CE no se produce con cualquier acto que infrinja el status jurídico aplicable al representante 
público, «pues a estos efectos solo poseen relevancia constitucional los derechos o facultades atribuidos al representante que pertenezcan al núcleo de 

-
cioso-Administrativo, sec. 2ª, de fecha 28 de noviembre de 2017, núm. 834/2017, rec. 419/2016, siguiendo la doctrina del Tribunal Supremo en STS 

número para la constitución de grupos políticos puede ser regulada en los Reglamentos Orgánicos del Ayuntamiento y que ello es más conveniente que 
establecer una regla general para todos los Ayuntamientos, atendiendo a las peculiaridades de cada municipio, pues hacerlo de otra forma podría impedir 

las grandes poblaciones, razón por la que el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales de 28 de no-

de Concejales necesarios para la formación de los grupos políticos, por entender que no debe ser uniforme para todos los Ayuntamientos , peculiar por 
tanto de la organización y funcionamiento de cada Corporación, que por ello debe ser regulada en sus propios Reglamentos.

-

«Constituye materia típica de los Reglamentos propios de cada Corporación la regulación de la formación de los grupos 
políticos y la incorporación a ellos de los Concejales del Pleno como, sobre la base de la redacción muy genérica del ROFRJEL en la materia, que 

II. RÉGIMEN DE SESIONES
La STC 81/1991, de 22 abril, F. 2, ya señalaba que 

de igualdad y en los términos que señalen las Leyes, sino también la permanencia en dichos cargos en iguales términos, sin la cual el acceso podría 

reconocido a permanecer en el cargo y a ejercerlo sin perturbaciones ilegítimas afecte también como consecuencia al derecho de los ciudadanos a 
 Es precisamente, esta fundamentación la que nos da pie a analizar distintas sentencias 

en las que se ha podido ver afectados los principios constitucionales a los que la Sentencia del Tribunal Constitucional hacía referencia. De este modo, 

en un pleno municipal y votación de las mismas, estima el recurso de apelación y declara que se ha violado el derecho fundamental, consignado en el 

municipal en cuanto no recoge la totalidad de los puntos del orden del día propuestos, y no permite la votación del único punto del orden del día discu-
tido. El TSJ considera que las cuestiones rechazadas son materias propiamente municipales y de naturaleza local que afectan al control del actuar del 
equipo de gobierno y su manera de conducir la corporación y que por lo tanto, son susceptibles de ser debatidas en el pleno por ser el lugar donde deben 
ser discutidas, sirviendo de medio de control de los ediles de la oposición respecto de la labor del equipo de gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Supremo en Sentencia 2407/2016 de 10 Nov. 2016, Rec. 2937/2015, decide sobre el cómputo del plazo para inter-
poner el recurso de un acuerdo de pleno municipal por los concejales que han votado en contra; considerando la fecha inicial la correspondiente al día 

«Por lo 

interposición del recurso contencioso, no puede prosperar pues la doctrina que sostiene la sentencia de instancia no es distinta de la mantenida por 

plazo para interponer recurso de reposición por los Concejales o miembros de las Corporaciones locales que hubieran votado en contra del acuerdo 

III. ESTATUTO DE LOS MIEMBROS DE LAS ENTIDADES LOCALES
En materia de retribuciones, y respecto a la determinación del límite total de las retribuciones de los miembros de las corporaciones locales ha de 

hacerse en atención a los objetivos de estabilidad presupuestaria, de conformidad con los principios y estructura establecidos por la legislación estatal, 
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a la Comunidad Autónoma; En la STSJ del País Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1.ª, Sentencia 257/2016 de 15 Jun. 2016, Rec. 
386/2016, se procede a la anulación del nuevo régimen retributivo del Alcalde con efectos retroactivos.

Sobre el régimen de incompatibilidades, el deber de abstención que recae en los miembros corporativos hay que enmarcarlo en el principio 

mandato las normas generales sobre abstención y recusación de las Autoridades y personal de las Administraciones Públicas, como garantizadoras del 

En esta línea, la STS de 15 de julio de 2003 RJ 2003/5964, declaró: -
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común establece la obligación de abstenerse de las autoridades y el personal al servicio de 

-
ministrativa o de la supresión o disminución de las garantías de imparcialidad y neutralidad establecidas por la Ley para garantizar el acierto de las 

esta forma, en el ámbito urbanístico, es interesante destacar la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5.ª, Sentencia 2105/2016 de 

la tramitación, pues dado su interés personal en el procedimiento no solo debió abstenerse de participar en la votación, sino que tampoco debió interve-

el Pleno, en la discusión y deliberación de los asuntos sobre los que tenían un evidente interés personal y que le afectaban personalmente. Además al 
tratarse de un procedimiento de elaboración y tramitación complejo, resulta igualmente contraria a derecho su participación en los trámites previos.

IV. LAS DIPUTACIONES PROVINCIALES Y SUS COMPETENCIAS. LA COOPERACIÓN CON LOS MUNICIPIOS
Al referirnos a las Diputaciones Provinciales y sus competencias es ineludible, hacer referencia a la autonomía local y a la construcción de este 

concepto desde la garantía institucional. Sin duda, ha sido el Tribunal Constitucional quien ha concretado esta cuestión al señalar que -

Los artículos 137 y 140 CE son los preceptos que reconocen la autonomía local y que gozan de garantía institucional. La garantía institucional 
reconoce el derecho que tienen las Entidades Locales a participar en la gestión de sus intereses a través de los órganos e instituciones que la Ley les 

-
cepto jurídico indeterminado debe concretarse en tiempo y lugar. 

-

-
noma a las Diputaciones y otras Corporaciones de carácter representativo que gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, que presupone la atri-
bución de un haz mínimo de competencias para atender a la gestión autónoma de los intereses provinciales cuya delimitación se atribuye al legislador.

participar a través de órganos propios de cuantos asuntos le atañen, constituye en todo caso un poder limitado que no puede oponerse al principio de 
unidad estatal.

La concreción del respeto a la autonomía local se ha ido desarrollando a lo largo de los últimos cuarenta años en diferentes resoluciones judiciales 
bien por parte de la jurisdicción ordinaria bien a través del propio Tribunal Constitucional. Sirva a título de ejemplo algunas recientes sentencias donde 

Destacamos la STSJ de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, Sentencia 192/2017 de 24 Feb. 2017, Rec. 
223/2016, en la que se somete a revisión jurisdiccional, en virtud de recurso formulado por Diputación Provincial de Castellón de la Plana el Decreto 

defensa de la autonomía local; sin embargo, el Alto Tribunal, acuerda la inadmisión del mismo planteado por las Diputaciones Provinciales de Almería, 
Granada, Málaga y Cádiz contra el Decreto-ley 5/2012, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía, ale-
gando falta de legitimación de las impugnantes. 

discutida, sino que lo hacen para defender una competencia ajena, cuya titularidad corresponde a todos o algunos de los municipios incluidos en su 
respectivo ámbito territorial. 

Como señala el Tribunal Constitucional, resulta indispensable que la norma impugnada tenga una incidencia directa en el ámbito de autonomía 

ámbito, que sea atribuible a la norma impugnada y de la que derive el interés del impugnante en el restablecimiento de su competencia.
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Ni la naturaleza estrictamente competencial del proceso ni la concreta regulación del mismo permiten sostener que una Diputación Provincial 

diputación provincial impugne, a través de este proceso constitucional, una norma con rango de ley para denunciar una vulneración de intereses o 
competencias exclusivamente municipales como tampoco puede admitirse que, a la inversa, sean los municipios los que utilicen este cauce procesal 

que las diputaciones pudieran reclamar, en nombre de los municipios de su territorio, la titularidad de una determinada competencia municipal, sino 

-

Asimismo, que las diputaciones provinciales ejerzan funciones de «asistencia y cooperación con los municipios, especialmente con los de menor 
. Ambas previsiones contempladas en los distintos Estatutos de Autonomía resultan, a su vez, coherentes con el art. 25.2 LRBRL, y en lo 

-

«el concurso de la voluntad de los municipios corres-
, deben ser solicitadas a la diputación provincial o concertarla con esta

carencias técnicas, económicas o materiales que impidan su efectivo despliegue, pero en modo alguno pueden confundirse con una supuesta función ge-

o materiales pertinentes, sino la capacidad de sustituir unilateralmente la voluntad de estos a efectos de entablar un proceso judicial. El Tribunal Cons-
titucional completa su argumentación manifestando que: «Tampoco puede compartirse que el mero dato de que la función auxiliar de las diputaciones 
provinciales se extienda al sector del urbanismo suponga una afectación de las competencias provinciales, ya que dicha capacidad de asistencia es 

Y concluye señalando que 

Por otra parte, en materia de cooperación con los municipios. Sobre la naturaleza y sentido de la cooperación en las relaciones interadministra-

y cooperación de las distintas Administraciones Públicas forman parte del sistema como elemento inherente, según ha señalado en STC 18/1982, de 
4 mayo, pero ninguna de sus manifestaciones puede producirse con infracción de los postulados constitucionales y los condicionamientos impuestos 

Bases de Régimen Local, relativo a los consorcios y convenios administrativos como instrumentos de cooperación económica, técnica y administrativa 

típicos de cooperación -a los que la parte denomina de cooperación reglada-, como son característicamente, según veremos, los Planes Provinciales 

Provincial de Cooperación, se advierte de la necesaria participación de los municipios de la provincia. De manera que, en ningún caso, la autonomía 

Además, una de las notas propias de la cooperación es, sin duda, la voluntariedad, como señala la STC 21 Dic. 1989: «La diferencia existente 

de competencias, aunque, sin alterar en ninguno de los casos la titularidad y el ejercicio de las competencias de los entes en relación, lo cierto es que 

en la coordinación -ya que toda coordinación conlleva un cierto poder de dirección, consecuencia de la posición de superioridad en que se encuentra el 

V. POBLACIÓN Y DEMARCACIÓN TERRITORIAL
En materia de demarcación territorial, destacamos la STS Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª, Sentencia de 28 Ene. 2013, 

Rec. 213/2010 sobre segregación de municipios por el que desestima recurso de casación interpuesto contra sentencia del TSJ Comunidad Valenciana, 

de Valencia, para constituir un nuevo municipio independiente.

El rechazo a la segregación se basó en que la Comisión Promotora de aquella no había acreditado el cumplimiento de los requisitos legalmente 
establecidos para su autorización. En concreto, a juicio del Gobierno de la Comunidad Autónoma, la propuesta: 

Loca, reiterado en el artículo 11.1 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, para el supuesto de procedimientos 
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la voluntad mayoritaria de 
un grupo de vecinos de segregar la parte del territorio de un término municipal en el que residen no es por sí solo determinante de la resolución de la 
Administración que debe basarse en causas objetivas tendentes a acreditar la incidencia de un hecho diferencial, que en orden a la mejor gestión de los 

-

-
mento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, en un supuesto especialmente complejo.

revela, también y además, su improcedencia.

-

-
sión de segregación.

2018, núm. 207/2018, rec. 3602/2015 desestima el recurso de casación, interpuesto por el Ayuntamiento de Ansó, contra la sentencia de 4 de noviembre 
de 2015, dictada por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el recurso número 955/2014 por el que 
se declara ajustada a derecho la Resolución de la Dirección General de la Coordinación de Competencias de las Comunidades Autónomas las Entidades 

El problema se había planteado por la Dirección General de Coordinación de Competencias de las Comunidades Autónomas y Entidades Loca-

-

cada uno de los Ayuntamientos tiene su término municipal.

discrepancias está atribuida a la Diputación General de Aragón según Decreto 346/2002. Entiende que la Administración General del Estado actúa con 

provisionalidad lo deberá haber sido respecto de los términos vigentes.

La Dirección General de Coordinación con las CCAA y Entidades Locales considera que es competencia de la Comunicad de Aragón a tenor del 
art. 9, c del R.D. 1690/1986 iniciar y resolver un procedimiento de deslinde, pero en tanto ello es así se anota como delimitación provisional la contenida 

Las resoluciones impugnadas parten de la base de que la competencia para resolver discrepancias entre términos municipales corresponde a la 
-

El Real Decreto 382/1986, de 10 de febrero que crea organiza y regla el funcionamiento del Registro de Entidades Locales, dispone en su art.1 
que: -

Añade por su parte el art. 2 que: 

El art.3 del Real Decreto 382/1986 recoge los aspectos concretos que han de constar en la inscripción registral. El art. 5 dispone que: «En las ins-

Para solventar el debate suscitado en este recurso de casación el TS rechaza que concurra en este supuesto la circunstancia que la recurrente 

competencias municipales y a las de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Sentado lo anterior, el TS no estima la infracción de los artículos 12 y 13 la Ley de Bases de Régimen Local, y del Real Decreto 1690/1986, de 
11 de julio, relativos a la competencia de las Comunidades Autónomas en relación a la alteración de los términos municipales.

La resolución objeto de impugnación, dictada por la Dirección General de Coordinación de Competencias de las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales -y la posterior de la Secretaría de Estado para las Administraciones Publicas-, se limitan a corregir la irregularidad advertida a raíz de 
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de la Diputación Provincial de Huesca, de la Dirección General de Administración Local del Gobierno de Aragón y de los municipios afectados -de 

en el Real Decreto 382/1986, por el que se crea, organiza y regula el funcionamiento del Registro de Entidades Locales y que contempla en su artículo 

que prevén la comunicación al órgano competente de la Comunidad Autónoma.

la Administración demandada no ha realizado ninguna actuación de deslinde o delimitación del término municipal cuya competencia corresponda a 
la Comunidad Autónoma de Aragón y así lo indica la propia resolución impugnada que, al rechazar las alegaciones de las Corporaciones concernidas, 
señala que «no le corresponde dirimir las diferencias de orden territorial y en ambos casos sería necesario realizar unas operaciones de delimitación 

-

competencias propias que corresponden a la Comunidad Autónoma Aragonesa, que no se ha personado en este procedimiento.

Finalmente, en materia de población, destacamos la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 3.ª, Sentencia 810/2017 de 9 
May. 2017, Rec. 3346/2016, en la que la Alta Magistratura desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de Cala-

referidas al 1 de enero de 2015, por ser conforme a derecho.

En este asunto, el TS trae a colación, la sentencia de 22 de septiembre de 2000 -recurso núm. 204/1999-, recuerda que «en el nuevo sistema lo 

 y la de 25 de septiembre de 2000 -recurso núm. 198/1999-, señala que no hay presunción alguna de acierto en las cifras del padrón mu-

dando de baja fallecimientos que no consten en el municipio, o evitando duplicados. Así lo señala también la sentencia de 22 de abril de 2003 -recurso 
núm. 14/2002-:

presunción de acierto a las cifras del padrón municipal. Y, por contra, en la indicada sentencia de 4 de febrero de 2004 -recurso núm. 26/2002-, recuerda 

La cifra de población es un hecho objetivo, que no puede verse condicionado por las consecuencias que puedan derivarse de que sea una u otra a 
los efectos de los servicios que hayan de prestarse en función de la misma, la percepción de subvenciones o la participación en los tributos del Estado. 
Así se recuerda por la sentencia de 22 de abril de 2003 -recurso núm. 14/2002-: «Por último, las referencias que se hacen al quebranto que no superar 

afección a servicios esenciales prestados, en nada pueden hacer variar el sentido del censo, ya que este responde a cifras reales, sin tener en conside-

VI. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA
La nueva situación que se produjo a partir del pasado 2 de octubre de 2016, cuando tuvo lugar la vigencia de las leyes 39/2015, de 2 de octubre, 

de Procedimiento Administrativo Común y 40/2015, de 2 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público suponen la incorporación de la admi-

en las administraciones tributaria y de la seguridad social, en términos de celeridad y comunicación, y que hay que entender, como no puede ser de 
otra manera, que ya serían el sistema utilizado para sus comunicación con dichas administraciones por parte de la mercantil recurrente, y que ahora se 
implanta para todo procedimiento en toda administración.

No obstante, el legislador y ante la problemática que suponía para la ciudadanía, acaba imponiendo la obligación de comunicación electrónica 
en sus relaciones con las administraciones públicas a las personas jurídicas, así como a los profesionales que se relacionen con la administración, con 
una moratoria para las personas físicas.

Sobre la materialización de remisión de requerimiento de presentación electrónica de documentación a una empresa, la STSJ Castilla-La Mancha 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, S 20-12-2017, núm. 504/2018, rec. 286/2017, señala que el art. 14.2 de la Ley 39/15 es claro al decir: En 

Por otra parte, y ante el problema de que muchas administraciones no dispusiesen de recursos o capacidad para llevar a cabo la instauración 
del sistema de registro electrónico, se salvaba con la colaboración de la administración estatal, poniendo a disposición de entes locales plataformas y 
medios, o con la colaboración leal de las comunidades autónomas, de manera que se garantice la interoperabilidad de sistemas y medios tecnológicos, 
y que es el ámbito al que va dirigido el plazo transitorio de dos años adicionales concedido por la Disposición Final Séptima de la Ley 39/2015, para 
implantar el registro electrónico, el registro de empleados públicos habilitados, el punto de acceso general electrónico de la Administración y el archivo 
único electrónico. O sea, se obliga a comunicarse electrónicamente a las personas jurídicas con las administraciones cuando estas ya dispongan de los 
dispositivos electrónicos para recibir, registrar e impulsar.

Y siguiendo un paso más, la Disposición Adicional Segunda, pues es donde viene a establecer que para cumplir con lo previsto en materia de 
registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, archivo electrónico único, plataforma de intermediación de datos y punto de acceso general 
electrónico de la Administración, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán adherirse voluntariamente y a través de medios electró-
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-
taforma, las citadas Administraciones deberán garantizar que este cumple con los requisitos del Esquema Nacional de Interoperabilidad, el Esquema 

-
misión telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se realicen en sus correspondientes registros y plataformas.

Concluye la Sentencia que «siendo por ello potestativo adherirse al sistema de registro y plataforma estatal, es donde tiene cabida el sistema 

Sobre NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS, resulta interesante conocer la sentencia de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo 
«cumplen 

«que lo relevante en las 

es llevar al conocimiento de sus destinatarios los actos y resoluciones al objeto de que estos puedan adoptar la conducta procesal que consideren con-
veniente a la defensa de sus derechos e intereses y, por ello, constituyen elemento fundamental del núcleo de la tutela judicial efectiva sin indefensión 

-

Sobre el SILENCIO POSITIVO

Conforme a la doctrina jurisprudencial la interpretación que del citado artículo 43.1.2 de la Ley 30/1992.

En relación con este precepto y, tal como sostiene la parte recurrida en casación, la doctrina jurisprudencial ha establecido reiteradamente que 

de comenzar a estudiar si el interesado tenía o no derecho a lo que pedía - tal como dice la Administración en la resolución impugnada-, en tal caso la 

De esta manera -a través de este último incisodestacaba la referida STS núm. 1.053/2017 el hecho de que la STS de 8 de enero de 2013 hiciera 

que en el supuesto contemplado, una vez operado el silencio positivo por la doble desestimación presunta, los efectos del mismo no podían ser neutra-
lizados por la Administración argumentando la falta de los requisitos esenciales para la adquisición del derecho a la inscripción por el solicitante, pues 

Por tanto, la sentencia impugnada en casación se ajustó a derecho al considerar que la Administración debió admitir los efectos del silencio posi-

sin perjuicio de que, en su caso, después y por el procedimiento legalmente establecido, pudiera ejercitar su facultad de revisar la inscripción realizada.

Sobre la interposición de recursos entre administraciones públicas. El artículo 44 de la LJCA establece:

-

Como señala Tania Bernaldo en el artículo publicado en LegalToday en fecha 3 de mayo de 2018, es preciso distinguir cuando una Administra-
ción Pública actúa ejerciendo potestades públicas.

El Tribunal Supremo en la Sentencia 5034/2016, de 14 de noviembre, resuelve sobre un supuesto en el que un Ayuntamiento interpone un recurso 

Tribunal Supremo sentencia que:

«el Ayuntamiento no actúa como un particular, sino investido de poder ante otra Administración, viniendo a cuestionar precisamente que la 
Consejería de Obras Públicas se había extralimitado en sus competencias invadiendo las propias en materia de urbanismo, de ahí que le fuera de plena 

Por tanto, en el presente caso procedía la interposición del requerimiento previo y no de un recurso administrativo.

Y cuando una Administración Pública actúa como un particular.El Tribunal Supremo en Sentencia 786/2017, de 28 de febrero, zanja el asunto 
en dos líneas:
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O en la Sentencia 4015/2015, de 29 de septiembre:

justiprecio en igualdad de condiciones Buena prueba de ello, y se deja constancia en la sentencia, es que el Ayuntamiento actuaba en dicho expediente 

En ambos casos el Tribunal Supremo establece que procedía la interposición del correspondiente recurso administrativo.

VII. PROTECCIÓN DE DATOS Y TRANSPARENCIA

Protección de datos y transparencia son dos caras de la misma moneda, la cuestión que se plantea a menudo es como dar satisfacción a ambos 

 «La labor fundamental para otorgar una solución a tal encrucijada se centra 
en establecer unas condiciones en el ejercicio de cada uno de los derechos por parte de la persona física o jurídica de que se trate, estableciendo unas 
cortapisas, unos límites al despliegue de esos intereses en la esfera jurídica particular, pues el ejercicio ilimitado de ese derecho aisladamente por parte 

Galicia Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, S 20-12-2017, núm. 634/2017, rec. 103/2017, desestima el recurso presentado por un particular 

menor de edad, obrante en el Centro de Información a la Mujer y en el Área de Servicios Sociales del ente local demandado, así como de cualquier otro 

y actuaciones practicadas en torno a una menor respecto de la cual el solicitante solo ejerce la patria potestad compartida, correspondiendo la custodia, 

conocidos por el padre y gozan del amparo que les otorga la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

El carácter reservado de la información obrante en las dependencias municipales en relación a la menor viene impuesto no solo porque aquella 
afecta a circunstancias de tipo privado, personal e íntimo de la propia menor, sino que contiene referencias a cuestiones y situaciones particulares que 
afectan a la madre de esta y que, obviamente, no tienen por qué ser conocidas por el demandante. No olvidemos que, si bien ambos padres comparten 

Cierto es que el actor solo pretendía, en su solicitud, obtener los datos relativos a su hija, pero ya el Ayuntamiento demandado destacó, por un 

sino a datos recogidos en informes y actuaciones realizados sobre la menor por los Servicios Sociales municipales.

También es cierto que la Agencia Española de Protección de Datos, en respuesta a solicitud del actor formulada ante ella con posterioridad a la 
interposición del presente recurso jurisdiccional, equiparó los datos interesados a una historia clínica de la menor, por lo que consideró que la madre de 

Pero no es menos cierto que aquel pronunciamiento de la Agencia en modo alguno resulta vinculante pare el Ayuntamiento demandado ni condiciona, 
salvo el valor que a efectos probatorios pueda atribuírsele, la decisión de los órganos de la jurisdicción.

El TSJ de Galicia concluye que nadie discute la condición de interesado que ostenta el actor respecto al tratamiento asistencial de su hija menor, 
ni la aplicación, en consecuencia, de lo prescrito por el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, dado 
que es el padre de la misma y a la vez ejerce la patria potestad compartida sobre ella; pero, como sucede en el caso enjuiciado, cuando ese interés co-
lisiona con derechos de la menor o de su madre, de carácter fundamental, dicha aplicación normativa debe ceder ante la prioritaria defensa o tutela de 

intereses entre padre e hija que se revela por la propia decisión de esta de impedir a aquel el acceso pretendido a sus datos personales.

Respecto a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Valladolid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3.ª, 
Sentencia 926/2017 de 19 Jul. 2017, Rec. 327/2017, se desestima el recurso interpuesto un vecino contra la resolución del Alcalde del Ayuntamiento en 

Ha de tenerse en cuenta que la citada Ley 10/2013 de Transparencia, regula el acceso a la información pública del ciudadano, teniendo en cuenta 

Procedimiento Administrativo Común, desarrolla en su artículo 37 el derecho de los ciudadanos acceder a los registros y documentos que se encuentran 

no ser claro el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a documentos contenidos en procedimientos administrativos ya terminados y a resultar 
Además, en relación a la regulación del derecho del ciudadano al acceso a la 

información disponible interesa destacar que el ejercicio de este derecho conforme a las reglas de la buena fe tiene una concreta aplicación en la causa 
-

, límite del ejercicio del derecho solicitado, cuya trasgresión en el caso debatido se recoge en la sentencia apelada.

Basándose el recurso de apelación en el incumplimiento por parte del Ayuntamiento del artículo 35 de la Ley 30/1992. Y sin que el artículo 35 
de la Ley 30/1992 que regula el derecho de los ciudadanos de acceso a los archivos y registros haya sido vulnerado en el presente caso, pues como se 
indica en la sentencia apelada, el ciudadano ha tenido acceso a la documentación solicitada, incurriendo de forma abusiva en la presentación de escritos 
y reclamaciones pues no puede desconocerse que dicho acceso debe de realizarse con respeto de las reglas de la buena fe, principio general del derecho, 

37 al establecer: 

Por otra parte, cuando nos referimos a la transparencia, debemos considerar que tras la entrada en vigor de la Ley de Transparencia los recursos 
ante los Tribunales de Justicia se han ido en la presente materia han ido acumulándose, como dato estadístico desde el año 2015 se han presentado contra 
las Resoluciones adoptadas por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno el número de 65 recursos sobre resoluciones de la Administración General 
del Estado, y en el año 2017 están presentados 8 recursos sobre resoluciones de otras administraciones territoriales. 
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La sentencia de la Sa
con la obligación de informar sobre los gastos derivados de la participación de la Administración en un evento concreto. Debiendo incluir las partidas 
correspondientes a viajes, alojamientos, dietas, vestuario, gastos de delegaciones y acompañantes.

19/2013. Esa formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de acceso a la información obliga a interpretar de forma 
estricta, cuando no restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en su art. 14.1, como las causas de inadmisión de solicitudes de 
información enumeradas en el art. 18.1.

contempladas en eses art. 14.1, al igual que sucede con las causas de inadmisión de solicitudes de información que enumera el art. 18.1, deben ser in-

de limitar el derecho de acceso a la información no constituye una potestad discrecional de la Administración, pues aquel es un derecho reconocido de 
forma amplia y que solo puede ser limitado en los casos y en los términos previstos en la Ley.

que el acceso a la información solicitada pudiese suponer perjuicio para los intereses económicos y comerciales.

VIII. CONTRATACIÓN

-
lares y lo aplica. No tiene que acudir a otros criterios para determinar la solvencia técnica porque el pliego y la documentación contractual indican el que 
se ha escogido. Y esos pliegos, no impugnados, son la ley de la licitación y vinculan a la Administración y a las empresas que concurren a la licitación.

De nuevo hay que insistir en que la sentencia, que aplica el pliego, no hace depender de un hecho ajeno al licitador la acreditación de su solvencia 
técnica.

-
ponde al de cláusulas administrativas particulares. Al contrario, precisamente por tener en cuenta lo que dice este último, en la cláusula 7.2., ha acudido 
a aquel. En otras palabras el de cláusulas administrativas remite al de prescripciones técnicas, que precisa su sentido al igual que lo hace el conjunto de 
la documentación contractual. 

en general, de los preceptos y de la jurisprudencia.

La sentencia no ha desconocido las prerrogativas de que dispone la Administración para interpretar los pliegos ni, en particular, la discreciona-
lidad técnica que asiste al órgano de contratación. Se ha limitado, simplemente, insistimos, a aplicar los pliegos los cuales, como venimos recordando, 
vinculan a los licitadores pero también a la Administración. Esa aplicación viene precedida por una interpretación que, ciertamente, se ha atenido al 
sentido de las palabras utilizadas por ellos y es coherente con el conjunto de las cláusulas y de la documentación contractual así como con el objeto del 
contrato.

IX. PERSONAL

-
cos, los distintos ámbitos jurisdiccionales en los que deben dirimirse las cuestiones que sobre recursos humanos se plantean, las múltiples singularidades 
y aspectos que aparecen en las relaciones entre la Administración/empresario y los empleados públicos/trabajadores; hacen de la materia de personal una 

En primer lugar, queremos destacar la reciente Sentencia dictada por la Sala Social del Tribunal Superior de Justicia de Aragón núm. 28/2018 de 
fecha treinta y uno de enero. En esta Resolución, el TSJ de Aragón analiza con especial claridad asuntos que afectan a las Entidades Locales como la 
sucesión de contratos temporales, el salario regulador de la indemnización y su cálculo o el contenido de la carta de despido o la declaración de despido 
procedente por causas económicas.

concatenación de contratos sucesivos, que no es otra cosa que enlazar contratos temporales, con mayor o menor duración, respecto de un trabajador. La 

que «en supuestos de sucesión de contratos temporales se computa la totalidad del tiempo de prestación de servicios a efectos de la antigüedad, cuando 

transcurso de 69 días de intervalo, en caso de reiterada contratación fraudulenta… «La concurrencia de fraude parece que haya de comportar –razona-

temporales suscritos, en aplicación de la teoría de la unidad esencial de vínculo contractual, «aunque haya habido dos interrupciones contractuales, pri-

En el supuesto enjuiciado por la STSJ de Aragón núm.28/2018, las dos breves interrupciones en el seno de sucesivas prestaciones de servicio para 

en el año 2002.

El cálculo de esta indemnización debe hacerse sobre la base del período en que el trabajador ha prestado servicios laborales para el empleador 
sin solución real de c
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oda la 

de la indemnización por despido es aquel que corresponde al trabajador al tiempo del despido y no el que arbitrariamente abona la empresa. Por ello, 

-

instancia sea inferior al resultante de la norma colectiva aplicable, puesto que, para que el trabajador hubiera tenido derecho a un salario superior, hubiera 
debido asistir al trabajo todos los días laborales año (el recurrente reclama que se calcule el salario regulador del despido sobre la base del salario 

trabajador asiste al trabajo todos los días laborales del año), lo que no se ha acreditado, por lo que se desestima este motivo del recurso.

el despido improcedente. La Sala de lo Social del TSJ de Aragón considera en base a la jurisprudencia que cuando la empresa no pone a disposición 
del trabajador la indemnización por despido objetivo, debido a la falta de liquidez, carece de relevancia jurídica a efectos de la declaración de nulidad 

reconocida en la sentencia de instancia. 

En dicho supuesto, la STS de 13-3-2012, recurso 743/2011 establece que «el derecho del trabajador ya no es el de la aprehensión inmediata de la 

de la primera de ellas, la comunicación al trabajador, la ley solo impone que esta reúna dos circunstancias: a) que sea escrita; y b) que exprese la 

surge para ella la obligación de incluir un tercer elemento en la comunicación escrita: la constancia de la imposibilidad de dicha puesta a disposición 

una posible causa remota.

-

Asimismo destacamos en personal laboral la Sentencia del TS 259/2018, de 7 marzo, en el que se admite que el reconocimiento médico es obli-
gatorio para el trabajador cuando su estado de salud puede afectar a terceras personas, destacando que el Derecho de intimidad no es ilimitado.

La protección del derecho a la intimidad del trabajador y su asunción por el legislador provoca la aparente paradoja de que el cumplimiento empre-
-

tamente del artículo 22.1 párrafo 2 LPRL cuando señala que 

Se consagra, de esta forma, el denominado principio de la voluntariedad en los reconocimientos médicos que puede ser formulado señalando que 
el trabajador es libre a la hora de someterse o no a los mismos y, también, lo es para decidir a qué pruebas, de entre las varias que se pueden realizar, 
desea someterse y a cuáles no. 

conocimiento de los demás que preserva el derecho a la intimidad contenido en el art. 18.1 CE, se comprende, sin duda, la información relativa a la salud 
-

automatizado de datos de carácter personal, así como el art. 8 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995 

-
nocimientos médicos puede colisionar con otros derechos básicos y fundamentales o con otros bienes jurídicamente protegidos, esto es, cuando debe 
primar el derecho a unas condiciones de salud y seguridad en el medio laboral que permitan garantizar un trabajo sin riesgos y, cuando para ello, se 

relacionadas con la empresa. 
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peligrosidad.

deben ser interpretadas restrictivamente, pero también, en función de los riesgos inherentes al trabajo.

efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores. La utilización legal del término imprescindible implica que la obligatoriedad del 

supuestos en los que resulten convenientes, aconsejables o útiles. El reconocimiento, para poder considerarlo obligatorio, deberá ser, ante la negativa 
del trabajador, el único procedimiento para evaluar los riesgos que afecten a la salud del trabajador. 

conectarla con la previsión contenida en el párrafo segundo del artículo 25.1 LPRL que dispone que los trabajadores no podrán ser empleados en aque-
llos puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su capacidad física, psíquica o sensorial debidamente 
reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se 

frente al derecho del trabajador a proteger su intimidad, la ley ampara el derecho a la salud de sus compañeros o de las personas que puedan encontrarse 
en el medio laboral. El derecho del trabajador afectado a negarse al reconocimiento cede y termina donde empieza el riesgo grave para la vida, integridad 
y salud de terceros que no pueden verse afectados por la indolencia del trabajador renuente.

En relación al reconocimiento del derecho a una indemnización a funcionarios interinos, el Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo núm. 2 de La Coruña 120/2017 de 30 de junio, Proc. 78/2017, en virtud de la aplicación del principio comunitario de igualdad y no discriminación 

relaciones de empleo público reconoce el derecho a una indemnización de 20 días por año si son cesados.

La ausencia de criterios objetivos y concretos que amparen la diferencia de trato entre el empleo público temporal desarrollado en régimen 
laboral y el desarrollado en régimen funcionarial por los interinos determina su carácter discriminatorio y la aplicación preferente de la normativa 
comunitaria sobre el derecho interno incompatible. La Sentencia realiza una remisión a la doctrina del TJUE sobre igualdad de trato en relación a la 

Sucesión empresarial en la gestión de servicios públicos, STS, Sala de lo Social, Sentencia 210/2018, de 27 de febrero, Rec. 724/2016.

Un trabajador que desarrollaba su trabajo en una empresa cuyo objeto social era la recogida de residuos sólidos urbanos y que a su vez prestaba 
su servicio a una Mancomunidad, hasta el momento que dicha Entidad Local decide recuperar la gestión de forma directa del citado servicio. 

En Sentencia dictada por el TSJ se condena a un Ayuntamiento que deja de formar parte de la Mancomunidad aduciendo que a pesar de su salida, 
su responsabilidad respecto a los trabajadores no deja de estar presente.

Discrepa el Supremo de esta tesis porque a su entender, no se está ante los supuestos propios de subrogación de los trabajadores previstos en el 
artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, sino ante la normal sustitución que se produce entre las empresas concesionarias de determinados servicios 
en la titularidad de concesiones, en las que solo se produce subrogación empresarial si se trasmite la unidad productiva o cuando así lo determine la 
norma sectorial, o lo prescriba el pliego de condiciones de la concesión.

Subraya que en las contratas sucesivas de servicios, se transmite una empresa ni una unidad productiva con autonomía funcional, sino solo un 
servicio, de forma que la subrogación de los trabajadores pasa por lo que al efecto esté previsto en el convenio colectivo de aplicación, que suele establecer 
una garantía de estabilidad en el empleo en favor de los trabajadores empleados en los centros de trabajo cuya limpieza se adjudica sucesivamente a dis-
tintas empresas contratistas, siendo también lo habitual la imposición de una obligación convencional de cesión de los contratos de trabajo, subordinada a 

posible responsabilidad municipal al no constar que no fuera viable la continuidad de la empresa y no estar en presencia de un rescate de la contrata 
para la gestión municipal directa y por sus propios medios, sino ante la normal adjudicación del servicio de una contratista a otra, lo que obliga a estar 

Liberado sindical y régimen de incompatibilidades. STS de Navarra de 15 de marzo de 2018.

La cuestión de fondo se centra en si se puede desarrollar como liberada sindical, la defensa en juicio de los intereses de los miembros del Sin-

Por ello, el TSJ señala que la cuestión debatida debe enfocarse desde el punto de vista de la libertad sindical y no desde el ejercicio libre de la abo-
gacía. Si se tratara del ejercicio libre de la abogacía para defender los intereses de cualquier cliente, resulta plenamente aplicable la limitación contenida en 

cuando establece que: -
, puesto que la recurrente presta servicio en el SNS como 

Técnico de Administración Pública, Rama Jurídica, siendo su puesto de nivel A y con complemento especial del 41’88% y el título que se tuvo en cuenta 

Entendemos que este es justamente el enfoque correcto de la cuestión, ya que cualquier actuación del liberado sindical en la defensa de los inte-

tanto en ningún caso estaremos ante una segunda actividad susceptible de incurrir en el régimen de incompatibilidades, como ciertamente ocurriría con 
el ejercicio libre de la abogacía, pero insistimos, este no es el escenario planteado y la respuesta ha de buscarse en el alcance del ejercicio del ejercicio 
del derecho de libertad sindical amparado en el artículo 28 CE y Ley Orgánica 11/1985, y en este sentido el fallo continúa:
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también la vertiente funcional, es decir, el derecho de los sindicatos a ejercer aquellas actividades dirigidas a la defensa, protección y promoción de los 
intereses de los trabajadores; en suma, a desplegar los medios de acción necesarios para que puedan cumplir las funciones que constitucionalmente les 

mínimo e indisponible, el contenido esencial de la libertad sindical. En particular, en coherencia con la vertiente funcional del derecho, la Ley Orgánica de 

Junto a los anteriores, los sindicatos pueden ostentar derechos o facultades adicionales, atribuidos por normas legales o por convenios colectivos, 
que se añaden a aquel núcleo mínimo e indisponible de la libertad sindical. Así el derecho fundamental se integra, no solo por su contenido esencial, 
sino también por ese contenido adicional y promocional, de modo que los actos contrarios a este último son también susceptibles de infringir el art. 28.1 

garantizado a todos los sindicatos, son de creación infraconstitucional y deben ser ejercitados en el marco de su regulación, pudiendo ser alterados o 

indisponible para el empresario, este podrá suprimir las mejoras o derechos de esa naturaleza que previamente haya concedido. Ello no implica, sin 

-

Como es obvio el contenido adicional del derecho fundamental, ya sea de fuente legal o convencional, ya tenga origen en una atribución uni-
lateral del empresario, puede añadir prerrogativas y poderes sindicales distintos a los comprendidos en el contenido esencial del art. 28.1 CE , pero 
puede también quedar referido a los derechos y facultades que integran ese núcleo mínimo e indisponible del derecho fundamental, articulando, más 
que nuevos derechos sindicales, ventajas y posibilidades complementarias, esto es, precondiciones para un ejercicio efectivo e instrumentos de acción 
positiva para el favorecimiento y la mayor intensidad de los derechos que integran el contenido esencial de atribución constitucional directa. Lo que 

venir acompañada y favorecida por cargas y obligaciones de terceros, como el empresario, dirigidas a una efectividad promocional de los derechos y 

Entre las funciones del representante sindical están las de asesoramiento en materia laboral a los miembros del Sindicato y la defensa en juicio 

La circunstancia de que el puesto de trabajo de origen -desde el que se la libera- tuviera un complemento especial del 41,88% tampoco puede 
constituir un obstáculo para el desempeño de la actividad sindical -ni tampoco una merma retributiva-, por el principio de indemnidad retributiva.

X. SUBVENCIONES
-

so-Administrativo, Sección Tercera, núm. 436/2018, de 19 de marzo.

La Sección Tercera de la Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal Supremo ha establecido que la Administración no puede 
dictar una resolución de fondo válida en un procedimiento de reintegro de subvenciones que haya caducado. La Sala considera que para adoptar una 

de subvenciones por haber transcurrido el plazo de caducidad de 12 meses previsto. En concreto, reconoce el derecho de la Fundación General de la 
Universidad de Alicante y de la Fundación Barredo al abono de 1.600.080 euros y de 157.500 euros, respectivamente, más los intereses devengados en 
ambos casos.

La controversia planteada por el Abogado del Estado en sus recursos, que han sido desestimados, se centraba en la interpretación del artículo 

la resolución de reintegro desde la fecha del acuerdo de inicio del mismo. Ese precepto añade que «si transcurre el plazo para resolver sin que se haya 

General de Subvenciones, el tribunal aborda si hay que interpretarlo en el sentido de que «transcurrido el plazo de caducidad establecido para el pro-

-
zación del procedimiento y la nulidad o invalidez de la resolución tardía, sin perjuicio de que pueda acordarse la incoación de un nuevo procedimiento 

La Sala concluye que -
-

Desde 2013, la Sala Tercera había interpretado este artículo en el sentido de que el transcurso del plazo legalmente marcado y la caducidad del 
procedimiento no impedían su continuación y que se dictara una resolución de fondo válida en el mismo sin necesidad de reiniciar otro distinto. Ahora, 
el tribunal se aparta de ese criterio al considerar que esa interpretación «es ilógica e intrínsecamente contradictoria, que ha generado numerosas dudas 
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de los mismos, tal y como era su obligación, obligando a los afectados a ejercitar acciones destinadas a obtener la declaración de caducidad y a cues-

-
pañeros en que el artículo 42.4 de la Ley General de Subvenciones resulta contradictorio con la concepción y naturaleza de la caducidad, pero recuerdan 
que es una decisión del legislador «que ha querido limitar los efectos de la caducidad en un concreto procedimiento, el de reintegro de subvenciones, 

-
miento legal empleado, alterando las consecuencias naturales de la caducidad puede no ser compartido o, incluso, criticado, pero es una decisión del 

«no debe verse empañado por pruritos de técnica o coherencia jurídicas respecto de 
disposiciones que no resulten contrarias al principio de legalidad, como tampoco debe serlo por interpretaciones bienintencionadas y voluntaristas en-

XI. URBANISMO

es . De forma simultánea se inicia un proceso de restauración de la legalidad y otro consistente que se abre por la CC.AA en el que se 
reclama una indemnización por daños morales al Ayuntamiento y a la propia comunidad autónoma.

No obstante, el Tribunal Supremo rechaza la pretensión de la comunidad autónoma para declarar la necesidad de que en el desarrollo del pro-
cedimiento de ejecución de la sentencia en la que se ordena el derribo se efectúe una declaración sobre el reconocimiento del derecho de terceros a la 

-
ción previa a la demolición de un inmueble ordenada judicialmente, no requiere de la tramitación de un procedimiento contradictorio ni que las posibles 

que se declare y reconozca el derecho del tercero.

advierte el Supremo que la adopción de las medidas necesarias al efecto no suspende el procedimiento de ejecución y no impide que se vayan adoptando 

persona responsable del derribo e informar sobre las actuaciones que se han llevado a cabo.

Entenderlo de otro modo supondría dar cobertura a una demora considerable en la ejecución de la sentencia convirtiendo la garantía de los de-
rechos de terceros en un desproporcionado obstáculo para la realización y efectividad de los derechos reconocidos en el proceso. Además, subraya la 

previsión de posibles responsabilidades frente a terceros si bien debe de llevarse a cabo por el órgano judicial, no puede perturbar tal interés preeminente 
de restauración de la legalidad.

XII. RECURSOS DE LAS HACIENDAS LOCALES Y ORDENANZAS FISCALES

enero de 2018. 

-
deraciones:

—El carácter básico de la Ley 39/2015 y, en particular, de su título VI.

—Su aplicación a las Entidades Locales.

—El establecimiento de un procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos —incluido el nuevo trámite de consulta 

en la Ley 39/2015, de acuerdo a determinados principios y, en todo caso, de forma motivada, y acotamiento del campo de actuación del reglamento en 

La disposición adicional primera de la Ley 39/2015 establece:

b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social 

Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, son leyes especiales por razón de la materia, por cuanto que regulan el pro-

-

local antes de proceder a la aprobación de la red
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La disposición adicional primera de la Ley 39/2015 admite especialidades en el procedimiento, pero dichas especialidades deben discurrir dentro 
del marco del procedimiento común y para ello deben establecerse respetando las limitaciones establecidas.

El trámite de consulta previa establecido en el artículo 133 de la Ley 39/2015 no tiene equivalente en el TRLRHL, dado el carácter ex novo del 
mismo, y no puede considerarse incluido en el trámite de participación ciudadana regulado en el artículo 17 del TRLRHL, ya que son dos trámites 
distintos y que se realizan en dos momentos del tiempo diferentes: el trámite de consulta previa tiene lugar con carácter previo a la elaboración del 
proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento y se sustancia a través del portal web de la Administración competente; mientras que el trámite de 
participación ciudadana del artículo 17 del TRLRHL tiene lugar posteriormente, una vez elaborada y aprobada la redacción provisional de la ordenanza 

artículo 133 de la Ley 39/2015.

supuestos, para el de regulación de aspectos parciales de una materia.

-
gulación parcial de la materia.

Impuesto de Plusvalía. Sentencia del TSJ de Navarra 53/2018, de 6 de febrero: La Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Navarra 

administrativo interpuesto contra el Acuerdo del Ayuntamiento de Burlada desestimatorio de recurso de reposición frente a las liquidaciones giradas en 
concepto de IIVTNU devengado con ocasión de la transmisión de una vivienda, que anula por no ser conforme a Derecho.

incremento de valor de los terrenos transmitidos? La respuesta ha de ser negativa, y es que no cabe dicha conclusión a la vista de la lectura, no solo del 


